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Flores García, Juez Ponente.  

 

 

RESOLUCIÓN 

 

En San Juan, Puerto Rico a 28 de septiembre de 

2018.  

I. INTRODUCCIÓN 

La parte apelante, el señor Víctor Carmona 

Rivera, comparece ante nos y solicita nuestra 

intervención, a los fines de que dejemos sin efecto 

el pronunciamiento emitido por el Tribunal de Primera 

Instancia, Sala de Mayagüez, debidamente notificado a 

las partes el 27 de julio de 2018.  Mediante la aludida 

determinación, el foro primario dictó Sentencia 

Parcial y desestimó la demanda incoada por la parte 

apelante en cuanto al codemandado Dr. Luis O. Ramírez, 

su esposa y la Sociedad Legal de Bienes Gananciales 

compuesta entre ambos, parte apelada, por haberse 

diligenciado el emplazamiento en exceso del término 

de ciento veinte (120) a partir de su expedición. 
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Por los fundamentos expuestos a continuación, 

confirmamos la Sentencia apelada.   

II. RELACIÓN DE HECHOS 

El 24 de octubre de 2017, el apelante presentó 

una Demanda sobre impericia médica en contra de Dr. 

Luis O. Ramírez, su esposa, cuya identidad era 

desconocida al momento de incoarse la demanda, la 

Sociedad Legal de Bienes Gananciales compuesta entre 

ambos; y otros codemandados. En esa misma fecha se 

expidieron los emplazamientos.  Posteriormente, el 15 

de noviembre de 2017, la demanda fue enmendada a los 

fines de traer al pleito a Continental Casualty 

Company, aseguradora del Dr. Ramírez.   

Tras varias incidencias procesales, el 22 de 

febrero de 2018, se diligenció el emplazamiento 

dirigido al Dr. Luis O. Ramírez, su esposa y la 

Sociedad Legal de Bienes Gananciales compuesta entre 

ambos.  El 4 de abril de 2018, el Dr. Ramírez y la 

Sociedad Legal de Bienes Gananciales compuesta con su 

esposa comparecieron mediante Moción en Solicitud de 

Desestimación al Amparo de la Regla 10.2 de 

Procedimiento Civil, sin someterse a la jurisdicción 

del Tribunal.  La solicitud de dicha parte se basó en 

que el diligenciamiento del emplazamiento fue 

defectuoso e insuficiente por haberse realizado fuera 

del término de ciento veinte (120) días dispuesto en 

la Regla 4.3(c) de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. 

V, R.4.3(c).  El 22 de mayo de 2018, el apelante 

presentó su Oposición a la Moción en Solicitud de 

Desestimación.  Arguyó que el periodo comprendido 

entre el 24 de octubre al 1 de diciembre de 2017 debía 
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ser excluido para fines del cómputo del término para 

diligenciar el emplazamiento, toda vez que el Tribunal 

Supremo había decretado la paralización de los 

términos ante los tribunales durante dicho periodo 

como consecuencia del paso del Huracán María.  Así las 

cosas, las partes presentaron sus respectivas réplica 

y dúplica, en donde reiteraron los argumentos 

esbozados en sus mociones previas al Tribunal. 

En atención a la referida solicitud de 

desestimación, el 18 de julio de 2018, el foro primario 

dictó Sentencia Parcial y desestimó la demanda incoada 

por la parte apelante en cuanto al codemandado Dr. 

Luis O. Ramírez, su esposa y la Sociedad Legal de 

Bienes Gananciales compuesta entre ambos, parte 

apelada, por haberse diligenciado el emplazamiento en 

exceso del término de ciento veinte (120) a partir de 

su expedición.  En desacuerdo con dicha determinación, 

el 23 de agosto de 2018, la parte apelante acudió ante 

nos y planteó lo siguiente: 

Erró el Tribunal de Primera Instancia al 

declarar Ha Lugar la Moción de Desestimación 

por emplazamiento luego de transcurridos 

ciento veinte (120) días desde la 

presentación de la Demanda por la parte 

demandante al no considerar el mandato de 

nuestro Honorable Tribunal Supremo 

extendiendo los términos de las Reglas de 

Procedimiento Civil vigentes, conforme a la 

Resolución de nuestro Honorable Tribunal 

Supremo del 18 de septiembre de 2017.      

 

Luego de evaluar el expediente de autos, y 

contando con el beneficio de la comparecencia de ambas 

partes, estamos en posición de adjudicar la presente 

controversia.   

III. DERECHO APLICABLE 

A. EL EMPLAZAMIENTO Y EL TÉRMINO PARA DILIGENCIARLO 
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Las Enmiendas Quinta y Catorceava de la 

Constitución de los Estados Unidos, al igual que la 

Sección 7 del Art. II de nuestra Constitución, 

garantizan que ninguna persona será privada de su 

libertad o propiedad sin el debido proceso de ley. 

Constitución de los Estados Unidos Enmienda Quinta y 

Catorceava, U.S.C.A. Enmd. V. y XIV; Const. E.L.A. Art 

II, Sec. 7, 1 LPRA. Este principio rector de nuestro 

ordenamiento jurídico exige al demandante notificar 

adecuadamente su reclamación contra la parte opositora 

de modo que tenga la oportunidad de ser escuchado 

antes que se adjudiquen sus derechos. Lucero v. San 

Juan Star, 159 DPR 494, 506-507 (2003). 

El emplazamiento es el dispositivo procesal 

mediante el cual el tribunal adquiere jurisdicción 

sobre la persona del demandado y se imparte vitalidad 

a esa disposición constitucional. First Bank of P.R. 

v. Inmob. Nac., Inc., 144 DPR 901, 913 (1998). Es por 

esto que el “emplazamiento representa el paso 

inaugural del debido proceso de ley que viabiliza el 

ejercicio de la jurisdicción judicial y su 

adulteración constituye una flagrante violación al 

trato justo”. Lucero v. San Juan Star, 159 DPR 494, 

507 (2003). 

Para que un tribunal pueda actuar sobre la 

persona de un demandado, es necesario que se cumpla 

estrictamente con los requisitos de emplazamiento, 

conforme a la ley o a las Reglas de Procedimiento 

Civil de Puerto Rico. Rivera Báez v. Jaume Andujar, 

157 DPR 562, 575 (2002). Así, el designio principal 

del emplazamiento es permitirle al demandado tener 
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conocimiento de la acción judicial llevada en su 

contra, de manera que pueda comparecer, ser oído y 

defenderse. Datiz Vélez v. Hospital Episcopal, 163 DPR 

10, 15 (2004). 

Los requisitos establecidos en la Regla 4 de las 

de Procedimiento Civil de Puerto Rico, 32 LPRA Ap. V. 

R. 4.3, son de estricto cumplimiento, lo que implica 

que su inobservancia no le permite al tribunal 

adquirir jurisdicción sobre la persona del demandado. 

Id.  

Con anterioridad a las enmiendas y aprobación de 

las nuevas Reglas de Procedimiento Civil de Puerto 

Rico de 2009, Ley Núm. 220-2009 aprobada el 29 de 

diciembre de 2009, la Regla 4.3 (b) de Procedimiento 

de Civil de Puerto Rico de 1979 establecía: 

El emplazamiento será diligenciado en el 

término de seis (6) meses de haber sido 

expedido. Dicho término solo podrá ser 

prorrogado por un término razonable a 

discreción del tribunal si el demandante 

demuestra justa causa para la concesión de 

la prórroga y solicita la misma dentro del 

término original. Transcurrido el término 

original o su prórroga sin que el 

emplazamiento hubiere sido diligenciado, se 

tendrá a la parte actora por desistida, con 

perjuicio. 

 

De acuerdo a la citada Regla y su jurisprudencia 

interpretativa, los tribunales tenían discreción para 

prorrogar el término provisto para diligenciar el 

emplazamiento por un período razonable, aun expirado 

el plazo de seis meses, siempre y cuando la parte que 

lo solicitó demostrara justa causa para ello y no 

hubiera abuso de discreción por parte del tribunal. 

Véanse, First Bank of P.R. v. Inmob. Nac. Inc., 144 

DPR 901 (1998); Pietri González v. Tribunal Superior, 
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117 DPR 638 (1986); Banco Metropolitano v. Berríos, 

110 DPR 721 (1981). Por tanto, la concesión de una 

prórroga dependía de la discreción del tribunal, si 

entendía que el demandante mostraba la existencia de 

justa causa o, en caso de negligencia, si era 

excusable. Véanse, In re Fernández Torres, 122 DPR 859 

(1988); Ortolaza v. F.S.E., 116 DPR 700 (1985); Lugo 

v. Municipio de Bayamón, 111 DPR 679 (1981); Banco 

Metropolitano v. Berríos, supra. 

En estos casos, el demandante tenía la carga de 

justificar, con referencia a los hechos y 

circunstancias del caso, su inacción dentro del 

término original. Véanse, First Bank of P.R. v. Inmob. 

Nac. Inc., supra; Ortolaza v. F.S.E., supra. Esta 

prórroga debía producirse en circunstancias meritorias 

que superaran “el rigor crítico del juez orientado 

siempre hacia el cumplimiento de los términos, 

elemento vital de la pronta y justa decisión de los 

casos”. Banco Metropolitano v. Berríos, supra, pág. 

725. La sanción de desistimiento con perjuicio 

ordenada en la antigua Regla 4.3 (b) de 1979 estaba 

predicada sobre la discreción del tribunal en la 

estimación de justa causa. Id. 

 Siendo esto así, el Tribunal de Primera Instancia 

tenía discreción sobre el proceder cuando se planteaba 

la defensa de falta de jurisdicción sobre la persona, 

ya fuese mediante alegación responsiva o a través de 

una moción de desestimación. Molina v. Supermercado 

Amigo, Inc., 119 DPR 330, 337 (1987). Esta discreción 

del foro primario era respetada por los tribunales 

apelativos, salvo evidencia de un craso abuso de 
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discreción, prejuicio, error manifiesto o parcialidad. 

Lluch v. España Service Sta., 117 DPR 729, 745 (1986). 

En Monell v. Mun. de Carolina, 146 DPR 20 (1998), 

el Tribunal Supremo equiparó la fecha de la 

presentación de la demanda con la fecha de la 

expedición del emplazamiento realizando una 

interpretación conjunta de las antiguas Reglas 4.1 y 

4.3(b) de las de Procedimiento Civil. En ese momento 

se determinó que el término de seis meses para 

diligenciar el emplazamiento se activaba a partir del 

momento en que se presenta la demanda y no desde la 

fecha en que los emplazamientos fueran expedidos, como 

específicamente establece la citada Regla 4.3 (b). 

Datiz Vélez v. Hospital Episcopal, supra, pág. 16. 

Esta norma encontraba justificación, pues al 

dejar al arbitrio de un demandante o su abogado la 

fecha para tramitar los emplazamientos y, por ende, 

cuando eran expedidos, producía un menoscabo a la 

resolución justa, rápida y económica de las 

controversias. “Equivaldría a injustamente y sin 

autoridad judicial, extender el período de tiempo que 

nuestro ordenamiento ha establecido como apropiado 

para emplazar a una parte”. Datiz Vélez v. Hospital 

Episcopal, supra, pág. 16 citando a Monell v. Mun. de 

Carolina, 146 DPR 20, 25 (1998). 

El Tribunal Supremo reconoció la necesidad 

existente, en ese momento, de resolver el problema de 

la congestión de casos en los tribunales y el posible 

abuso con los términos de las normas procesales. En 

torno a esto expresó: “ello acarrearía serios 

perjuicios a un demandado, amén de contravenir el 
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principio rector de resolver las controversias de 

forma justa, rápida y económica, eje central del 

debido proceso de ley. En fin, el propósito de la 

Regla 4.3 (b) de Procedimiento Civil, supra, es 

acelerar la litigación y despejar los calendarios 

desde el inicio del pleito.” Id., pág. 26. Banco 

Metropolitano v. Berríos, supra, pág. 724.  

En ánimo de atender este asunto estatutariamente, 

la Asamblea Legislativa enmendó la Regla 4.3 (b), 

supra, para atemperarla a la interpretación provista 

por nuestro Tribunal Supremo. Mediante la Ley 17-2009 

se enmendó la referida Regla para que leyera que “el 

término de seis meses para diligenciar un 

emplazamiento cuente a partir desde que se presenta 

la demanda y no desde que se expiden los 

emplazamientos”. Esto se atemperaba a lo resuelto por 

el Tribunal Supremo de Puerto Rico en Datiz Vélez v. 

Hospital Episcopal, supra, y en Monell v. Mun. de 

Carolina, supra. 

Por otro lado, mientras la Asamblea Legislativa 

adoptaba ese lenguaje, el Comité Asesor para la 

adopción de las nuevas Reglas de Procedimiento Civil1 

había propuesto al Tribunal Supremo de Puerto Rico un 

nuevo texto para la Regla 4.3, que leía: 

(c) El emplazamiento será diligenciado en el 

término de noventa (90) días a partir de la 

presentación de la demanda o de la fecha de 

expedición de la orden para el emplazamiento 

por edicto. Transcurrido dicho término sin 

que se haya diligenciado el emplazamiento, 

                                                 
1 Informe Comité Asesor Permanente de Reglas de Procedimiento Civil 

del Tribunal Supremo de Puerto Rico (2008) pág. 35. Este comité fue 

nombrado en virtud de la Resolución EC-2005-01, Comité Asesor 

Permanente de Reglas de Procedimiento Civil, 165 DPR 536 (2005) 

emitida el 5 de septiembre de 2005 y, con fecha de 27 de diciembre 

de 2007, el Comité rindió un informe con las enmiendas propuestas 
para las Reglas de Procedimiento Civil de Puerto Rico de 1979. 
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el tribunal deberá dictar sentencia 

decretando la desestimación y archivo sin 

perjuicio. Una subsiguiente desestimación y 

archivo por incumplimiento con el término 

aquí dispuesto tendrá el efecto de una 

adjudicación en los méritos. 

 

En su análisis sobre esta Regla, el Comité 

entendió que establecer un término de noventa días 

para el diligenciamiento del emplazamiento era 

necesario para agilizar el proceso judicial y evitar 

dilaciones injustificadas. El Comité razonó que el 

término de seis meses establecido en la antigua regla 

de 1979 era sumamente extenso y creaba dilaciones 

innecesarias.2  

El Comité también articuló que, transcurrido el 

término de noventa días sin haberse diligenciado el 

emplazamiento a la parte demandada, el caso quedaría 

archivado de manera automática y que una subsiguiente 

desestimación tendría el efecto de una adjudicación 

en los méritos. Según el Comité, el propósito de este 

nuevo término era desalentar la inacción de los 

litigantes al diligenciar los emplazamientos, conducta 

sancionada en varias ocasiones por los tribunales. 

Id., págs. 37-38. 

Mediante la resolución In re: Aprobación de las 

Reglas de Procedimiento Civil de Puerto Rico, emitida 

el 4 de septiembre de 2009, el Tribunal Supremo de 

Puerto Rico adoptó las nuevas Reglas de Procedimiento 

Civil de Puerto Rico y remitió a la Asamblea 

Legislativa la siguiente versión de la Regla 4.3 (c):  

(c) El emplazamiento será diligenciado en el 

término de ciento ochenta (180) días a 

partir de la presentación de la demanda o de 

la fecha de expedición del emplazamiento por 

                                                 
2 Id., pág. 36. 
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edicto. El Secretario o Secretaria deberá 

expedir los emplazamientos el mismo día en 

que se presenta la demanda. Si el Secretario 

o Secretaria no los expide el mismo día, el 

tiempo que demore será el mismo tiempo 

adicional que los tribunales otorgarán para 

diligenciar los emplazamientos una vez la 

parte demandante haya presentado de forma 

oportuna una solicitud de prórroga. 

Transcurrido dicho término sin que se haya 

diligenciado el emplazamiento, el tribunal 

deberá dictar sentencia decretando la 

desestimación y archivo con perjuicio. 

 

Según surge del texto, el Tribunal Supremo optó 

por mantener el término de ciento ochenta días al 

igual que el archivo de la demanda con perjuicio, 

según la Regla 4.3 (b) de 1979. 

Finalmente, en las nuevas Reglas de Procedimiento 

Civil de 2009 adoptadas por la Asamblea Legislativa, 

se modificó nuevamente la Regla 4.3 (b), 

convirtiéndose ahora en la Regla 4.3 (c). El nuevo 

texto de la Regla versa en lo pertinente: 

(c) El emplazamiento será diligenciado en el 

término de ciento veinte (120) días a partir 

de la presentación de la demanda o de la 

fecha de expedición del emplazamiento por 

edicto. El Secretario o Secretaria deberá 

expedir los emplazamientos el mismo día en 

que se presenta la demanda. Si el Secretario 

o Secretaria no los expide el mismo día, el 

tiempo que demore será el mismo tiempo 

adicional que los tribunales otorgarán para 

diligenciar los emplazamientos una vez la 

parte demandante haya presentado de forma 

oportuna una solicitud de prórroga. 

Transcurrido dicho término sin que se haya 

diligenciado el emplazamiento, el Tribunal 

deberá dictar sentencia decretando la 

desestimación y archivo sin perjuicio. Una 

subsiguiente desestimación y archivo por 

incumplimiento con el término aquí dispuesto 

tendrá el efecto de una adjudicación en los 

méritos. (Énfasis nuestro). 

 

En esencia, la Regla 4.3 (b) sufrió los 

siguientes cambios: 1) el término para emplazar se 

redujo de ciento ochenta días a uno de ciento veinte 

días; 2) de transcurrir el término para el 
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diligenciamiento del emplazamiento sin que la parte 

demandante haya realizado el mismo, habrá una primera 

desestimación y archivo de la demanda sin perjuicio – 

[u]n segundo incumplimiento con dicha regla sí 

acarrearía que la desestimación y el archivo de la 

demanda sea con perjuicio – y; 3) se eliminó por 

completo del texto de la regla que permitía que el 

término para emplazar pudiera ser extendido en 

cualquier situación, a discreción del tribunal, que 

el demandante mostrara justa causa.  

 El tratadista Rafael Hernández Colón se expresa 

sobre el texto actual de la Regla 4.3 (c): 

El término concedido en esta regla 

para el diligenciamiento sólo puede 

prorrogarse por el mismo tiempo que 

haya demorado Secretaría en la 

expedición de los emplazamientos, pero 

la petición para prorrogarlo debe 

hacerse dentro del plazo, previa 

demostración de justa causa. En el 

caso que Secretaría expida los 

emplazamientos el mismo día, la R. 

4.3(c) no provee discreción al 

tribunal para extender el término. La 

concesión en este caso es sui géneris 

dado que el tribunal no tiene 

discreción para otorgar un término 

extensivo cualquiera porque la regla 

especifica claramente que éste 

equivaldría al mismo tiempo que 

Secretaría haya demorado en la 

expedición de los emplazamientos.  

R. Hernández Colón, Derecho Procesal 

Civil, 2017, 6ta Ed., San Juan, Ed. 

LexisNexis de PR, págs. 232-233. 

(Énfasis nuestro). 

 

El distinguido tratadista señala que, como regla 

general, el término establecido por la referida regla 

para diligenciar los emplazamientos es uno 

improrrogable. Id., pág. 267. Solo admite prórroga 

cuando la Secretaría del Tribunal de Primera Instancia 

incurre en demora en expedir los emplazamientos a 
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pesar de haberlos recibido el mismo día que la demanda. 

Id. 

 Del texto de la Regla, y de la interpretación del 

tratadista, surge que quedó eliminada totalmente la 

discreción de los jueces para otorgar prórrogas dentro 

y fuera del término original establecido en la regla 

para diligenciar el emplazamiento. Más adelante 

continúa la interpretación del tratadista sobre el 

contenido de la Regla 4.3 (c) como sigue: 

A diferencia de la R. 4.3 (b) de 1979, 

la norma de la R. 4.3(c), 2009 es más 

leniente porque el demandante tiene 

dos oportunidades para el 

diligenciamiento del emplazamiento, lo 

que debe mover a los jueces a ser más 

estrictos con el cumplimiento de dicho 

término. Más aún, cuando la Rs. de 2009 

tienen el propósito primordial de 

agilizar los procedimientos ordinarios 

civiles.  

Bajo el precepto de la R. 4.3(c) queda 

claro que la R. 68.2, 2009 no es de 

aplicación. La R. 68.2, 2009 sólo debe 

utilizarse en virtud de otras reglas 

cuyos términos puedan prorrogarse sin 

la contención de límites tan precisos 

como los establecidos en la R. 4.3 (c), 

2009.  

Id., pág. 233. 

 

 Es decir, a diferencia de la antigua Regla 4.3 

(b) de 1979, la Regla 4.3 (c) de 2009 permite que 

pueda instarse nuevamente la demanda en caso de haber 

sido desestimada y archivada por no haberse 

diligenciado el emplazamiento dentro del término de 

ciento veinte días. 

Es preciso aclarar que, aun cuando pueda 

extenderse el término para el diligenciamiento para 

los casos en que la secretaría del tribunal incurre 

en demora al expedir los emplazamientos, se requiere 

la presentación de una solicitud de prórroga, pues la 
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misma no se concede automáticamente. Se exige que 

quien promueva la prórroga viene obligado a justificar 

con referencia de hechos y circunstancias meritorias 

la razón o motivo para extender el término para 

emplazar. Dicha solicitud debe concretarse previo al 

vencimiento de dicho término de ciento veinte días, 

según establece la Regla, desde la presentación de la 

demanda. Tampoco puede recurrirse a la Regla 68.2 de 

Procedimiento Civil para que un juez conceda una 

extensión al término para emplazar. Véase, Bernier 

González v. Rodríguez Becerra, 2018 TSPR 114; 200 DPR   

. Tal actuación se aleja del nuevo lenguaje adoptado 

y de la intención legislativa. Id. 

Nuestro ordenamiento jurídico es adversativo y 

rogado, por tanto, las partes tienen el deber de ser 

diligentes y proactivos al realizar los trámites 

procesales. Este principio debe respetarse desde la 

más temprana etapa de un pleito, como lo es el 

emplazamiento, hasta la etapa de ejecución de la 

sentencia. Véase, Sánchez Rodríguez v. Adm. 

Corrección, 177 DPR 714 (2009). 

IV. APLICACIÓN DEL DERECHO A LOS HECHOS 

La demanda de epígrafe se instó el 24 de octubre 

de 2017.  Ese mismo día la Secretaría del Tribunal de 

Primera Instancia expidió los emplazamientos.  De 

manera que, a partir de tal fecha, la parte apelante 

tenía ciento veinte (120) días para diligenciarlos, 

plazo que culminó el 21 de febrero de 2018.  No 

obstante, el emplazamiento dirigido al Dr. Luis O. 

Ramírez, su esposa y la Sociedad Legal de Bienes 

Gananciales compuesta entre ambos, se diligenció el 
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22 de febrero de 2018.  Como puede apreciarse, el 

diligenciamiento se realizó un (1) día en exceso del 

término dispuesto por nuestro ordenamiento jurídico 

procesal.   

Conforme reseñamos en el derecho que precede, la 

parte que procura emplazar a otro sólo cuenta con 

ciento veinte (120) días para completar dicha gestión.  

La única excepción a dicha regla tiene lugar cuando 

la Secretaría del Tribunal no expide el emplazamiento 

el mismo día en que se presenta la demanda.  Cuando 

ello ocurre, el tiempo que demore la Secretaría del 

Tribunal será el mismo tiempo adicional que los 

tribunales otorgarán para diligenciar los 

emplazamientos una vez la parte demandante haya 

presentado de forma oportuna una solicitud de 

prórroga.  Sin embargo, tal no fue el caso aquí, pues 

la Secretaría del Tribunal expidió el emplazamiento 

dirigido al Dr. Ramírez y a la Sociedad Legal de Bienes 

Gananciales compuesta con su esposa el mismo día en 

que se presentó la demanda.  Por lo tanto, no erró el 

foro primario al decretar el archivo del caso al amparo 

de la Regla 4.3(c) de Procedimiento Civil, supra, en 

cuanto a dicha parte.  El Tribunal carecía de autoridad 

para otorgar a la parte apelante un término adicional 

para diligenciar el emplazamiento.    

En su recurso, la parte apelante alude a que las 

resoluciones emitidas por del Tribunal Supremo los 

días 18 de septiembre y 16 de octubre de 2017 sobre 

extensión de términos ante el paso del Huracán María 

tuvieron el efecto de paralizar el plazo del cual 

disponía para diligenciar el emplazamiento en 
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cuestión.3  No tiene razón.  Lo que dispuso el Tribunal 

Supremo por virtud de tales pronunciamientos fue que 

todos los términos que vencieran entre el 19 de 

septiembre y el 30 de noviembre de 2017, se extenderían 

hasta el 1 de diciembre de 2017, esto con el propósito 

de evitar que las partes se vieran imposibilitadas de 

presentar sus recursos, demandas y mociones debido a 

la situación de emergencia.   

Contrario a lo que alega la parte apelante, no 

hubo mención alguna en relación a la paralización de 

los términos para diligenciar el emplazamiento.  Lo 

que se concedió fue un tiempo adicional para los plazos 

que vencieran dentro del periodo comprendido entre el 

19 de septiembre y el 30 de noviembre de 2017.  El 

plazo para diligenciar el emplazamiento que nos atañe 

no venció dentro del referido periodo de extensión de 

términos.  Por lo tanto, no existe extensión de término 

alguno que cobije a la parte apelante. El 

emplazamiento de autos se diligenció a los ciento 

veintiún (121) días a partir de su expedición y, por 

tanto, es defectuoso.         

Cabe destacar que la desestimación de la cual se 

recurre es sin perjuicio, ya que es el primer 

incumplimiento de la parte apelante con el término de 

ciento veinte (120) días establecido para diligenciar 

el emplazamiento. Sin embargo, advertimos a la parte 

apelante que una subsiguiente desestimación por 

incumplimiento con la Regla 4.3 (c) de Procedimiento 

Civil, supra, será con perjuicio y tendrá el efecto 

                                                 
3 Véanse In re: Extensión de Términos ante el paso del Huracán 

María, EM-2017-07 y EM-2017-08.   
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de una adjudicación en los méritos.   

V. DISPOSICIÓN DEL CASO 

Por los fundamentos antes expuestos, confirmamos 

la Sentencia apelada.   

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la 

Secretaria del Tribunal.       

 

 

                Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

 Secretaria del Tribunal del Apelaciones 


